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[bookmark: _Hlk103270285]JUSTIFICACIÓN PARA LA CONTRATACIÓN DIRECTA, DE CONFORMIDAD CON LOS DECRETOS MUNICIPALES N.° 229 Y 230 DEL DIEZ (10) DE AGOSTO DE 2026, MEDIANTE LOS CUALES SE DECLARÓ LA CALAMIDAD PÚBLICA Y LA URGENCIA MANIFIESTA EN EL MUNICIPIO DE VILLAMARÍA, CALDAS, CON OCASIÓN DE LAS AFECTACIONES DERIVADAS DEL EVENTO SÍSMICO OCURRIDO EN EL PAÍS EL DÍA LUNES DIEZ (10) DE AGOSTO DE 2026.
Que el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia dispone que son fines esenciales del estado servir a la comunidad promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; así mismo que las autoridades de la república están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes, creencias y demás derechos y libertades, para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
Que la Ley 80 de 1993 “Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública” en su artículo 42 reza: 
[bookmark: 42]“ARTÍCULO 42º.-De la Urgencia Manifiesta. Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concurso públicos.
La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado.
Parágrafo. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente.”.
La norma ibidem en su artículo 43 prescribe: 
[bookmark: 43]“ARTÍCULO 43º.-Del Control de la Contratación de Urgencia. Inmediatamente después de celebrados los contratos originados en la urgencia manifiesta, éstos y el acto administrativo que la declaró, junto con el expediente contentivo de los antecedentes administrativos, de la actuación y de las pruebas de los hechos, se enviará al funcionario u organismo que ejerza el control fiscal en la respectiva entidad, el cual deberá pronunciarse dentro de los dos (2) meses siguientes sobre los hechos y circunstancias que determinaron tal declaración. 
Si fuere procedente, dicho funcionario u organismo solicitará al jefe inmediato del servidor público que celebró los referidos contratos o a la autoridad competente, según el caso, la iniciación de la correspondiente investigación disciplinaria y dispondrá el envío del asunto a los funcionarios competentes para el conocimiento de las otras acciones. El uso indebido de la contratación de urgencia será causal de mala conducta.
Lo previsto en este artículo se entenderá sin perjuicio de otros mecanismos de control que señale el reglamento para garantizar la adecuada y correcta utilización de la contratación de urgencia.”.
[bookmark: _Hlk103270030]Que el artículo 209 ibidem establece que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 
[bookmark: _Hlk103270044]Que el literal D del artículo 29 de la Ley 1551 de 2012, modificatoria del artículo 91 de la Ley 136 de 1994, como funciones del Alcalde en relación con la Administración Municipal contempla dirigir la acción administrativa del municipio, asegurar el cumplimiento de las funciones y de la prestación de los servicios a su cargo. 
[bookmark: _Hlk103270063]Que el artículo 1 de la Ley 1523 de 2012 “Por la cual se adopta la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras disposiciones”, establece la gestión del riesgo como un política de desarrollo indispensable para asegurar la sostenibilidad, la seguridad territorial, los derechos e intereses colectivos, mejorar la calidad de vida de las poblaciones y comunidades en riesgo, por lo tanto, esta intrínsecamente asociada con la planificación del desarrollo seguro, con la gestión ambiental territorial sostenible en todos los niveles de gobierno y la efectiva participación de la población. 
[bookmark: _Hlk103270075]Que el numeral 8 del artículo 3 de la Ley 1523 de 2012, establece el principio de precaución, cuando exista la posibilidad de daños graves o irreversibles a las vidas, a los bienes y derechos de las personas, a las instituciones y a los ecosistemas como resultado de la materialización del riesgo en desastre, las autoridades y los particulares aplicarán el principio de precaución en virtud del cual la falta de certeza científica absoluta no será óbice para adoptar medidas encaminadas a prevenir, mitigar la situación de riesgo. 
[bookmark: _Hlk103270091]Que la Ley 1523 de 2012, creó los Consejos Municipales de Gestión de Riesgos de Desastres, estableció su conformación y funcionamiento entre otros. 
[bookmark: _Hlk103270101]Que el Alcalde es el conductor del Sistema Nacional de Prevención del Riesgo en el nivel local y esta investido con las competencias necesarias para conservar la seguridad, la tranquilidad y la salubridad en el ámbito de su jurisdicción entre los que se encuentra facilitar el apoyo a los niveles departamental y nacional y desempeñar las labores de complementariedad que corresponde a los municipios, asumiendo su responsabilidad. 
Que, con ocasión del sismo de magnitud 7,4 en la escala de Richter, registrado en el territorio nacional durante la mañana del diez (10) de agosto de 2026, en el Municipio de Villamaría se presentaron graves afectaciones en viviendas, edificaciones institucionales, iglesias y demás bienes de uso público y comunitario, generando daños estructurales que obligaron a la evacuación de múltiples familias y ocasionaron la pérdida de viviendas.
Que, ante esta situación, la Administración Municipal debió activar de manera inmediata sus capacidades institucionales y disponer un puesto de acogida transitoria para atender a las personas damnificadas y evacuadas, garantizando alimentación, alojamiento temporal, elementos de aseo e higiene personal y demás ayudas básicas requeridas para afrontar la emergencia derivada del evento sísmico.
Que por medio del Consejo Extraordinario Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres conforme al acta del 10 de agosto de 2026, dio concepto favorable para efectos de declarar Calamidad Pública, teniendo en consideración la declaratoria de desastre nacional anunciada por el Presidente de la República de Colombia y acorde con lo evidenciado en el Consejo Departamental de Gestión del Riesgo para atender las afectaciones derivadas del sismo acontecido en la misma fecha.
Las situaciones administrativas de CALAMIDAD PUBLICA y de URGENCIA MANIFIESTA fueron adoptadas mediante los siguientes instrumentos jurídicos municipales, así:
Decreto 229 de 2026:
 “ARTÍCULO 1º. Declarar la CALAMIDAD PÚBLICA en el municipio de Villamaría, Caldas, por el término de TRES MESES contados a partir de la expedición del presente decreto, con ocasión del sismo de magnitud 7,4 ocurrido el 10 de agosto de 2026, con el fin de prevenir, atender y superar los hechos de calamidad derivados de dicho evento, y salvaguardar la vida, la honra y los bienes de los habitantes del municipio.”
[bookmark: _Hlk103180937]Decreto 230 de 2026:
[bookmark: _Hlk103180961]“ARTÍCULO 1º. Declarar la URGENCIA MANIFIESTA en el municipio de Villamaría, Caldas, para efectos de la contratación de los bienes, obras y servicios necesarios para atender la emergencia derivada del sismo de magnitud 7,4 ocurrido el 10 de agosto de 2026, de conformidad con el artículo 42 de la Ley 80 de 1993.”
La Administración Municipal de Villamaría, Caldas, en cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales de protección de la vida, la integridad y la dignidad de sus habitantes, se encuentra ante una situación excepcional derivada del evento sísmico ocurrido el diez (10) de agosto de 2026, cuya magnitud de 7,4 grados en la escala de Richter generó afectaciones significativas en diferentes sectores del municipio, especialmente en viviendas, edificaciones y taludes que debido al colapso, generaron consecuentemente, escombros y bienes muebles inservibles que requieren su recolección, transporte y disposición final, así como la remoción de material vegetal y de suelo desprendidos durante el evento. 
Ante esta situación extraordinaria y sobreviniente, el Municipio adoptó las medidas administrativas necesarias para atender de manera inmediata a la población afectada y damnificada, y requiere realizar la recolección, transporte y disposición final de escombros, bienes muebles inservibles, material vegetal y suelo para eliminar la afectación a la movilidad y conectividad; ya que los escombros impiden el paso de ambulancias, bomberos o policía y personal humanitario y logística dispuesta para atender la calamidad presentada y consecuentemente evitar el riesgo de desabastecimiento de alimentos o agua potable así como el acceso de servicios de emergencia. 
De igual forma, la acumulación de escombros genera focos de roedores, mosquitos y otras plagas que generan un riesgo inminente de propagación de enfermedades en la población cercana. Así como la misma acumulación, genera riesgo de inundaciones por escombros que obstruyen alcantarillas y canales de agua.
Por lo anterior, la situación presentada, generó un volumen masivo y extraordinario de residuos de construcción y materiales mixtos (escombros) sobre el espacio público e infraestructura vial; situación esta, que sobrepasa la capacidad operativa ordinaria de limpieza del municipio. La permanencia de estos elementos en las vías públicas y zonas residenciales constituye un riesgo inminente, actual y no potencial. Existe un nexo de causalidad directo entre el desastre natural y la necesidad apremiante de intervenir de forma inmediata, debido a que la dilación en su remoción anula la efectividad de la respuesta institucional y perpetúa las condiciones de peligro para la comunidad.
La decisión de adelantar la contratación en el marco de la urgencia manifiesta y la calamidad pública declaradas mediante los Decretos Municipales N.° 229 y 230 del diez (10) de agosto de 2026 encuentra fundamento precisamente en la existencia de circunstancias excepcionales que demandan actuaciones inmediatas por parte de la Administración. La situación presentada supera las condiciones ordinarias de funcionamiento institucional.
En consecuencia, la contratación enunciada, constituye una medida necesaria, urgente, razonable y directamente relacionada con la atención de la calamidad pública, en cuanto permite materializar una respuesta inmediata frente a la situaciones presentadas; y de esta manera, la contratación propuesta no solo responde a una necesidad administrativa del Municipio, sino que constituye una herramienta indispensable para materializar los principios constitucionales de protección de la vida, la dignidad humana, la solidaridad y el interés general frente a una situación de desastre. 
Con lo anterior, el Municipio garantizara y consecuentemente evitara:


Movilidad y Acceso de Emergencias: La obstrucción total o parcial de los ejes viales principales y secundarios impide el libre tránsito de los ciudadanos. Bloquea el ingreso de vehículos de asistencia médica (ambulancias), cuerpos de bomberos, fuerza pública y comités de gestión del riesgo. Esto imposibilita las labores de rescate, atención de heridos y suministro de ayudas humanitarias.
Salud Pública y Saneamiento Ambiental: Los escombros acumulados se convierten de forma inmediata en focos para la proliferación de vectores, roedores e insectos transmisores de enfermedades infectocontagiosas. Adicionalmente, la descomposición de materiales mixtos atrapados genera gases y lixiviados que contaminan el suelo y el aire de los sectores residenciales colindantes.
Riesgo de Inundación por Taponamiento: La dispersión de estos residuos sólidos por acción de la lluvia satura de manera crítica las redes de alcantarillado, colectores, sumideros y canales de escorrentía superficial. Esto incrementa exponencialmente el reflujo de aguas residuales hacia las viviendas y nuevos desprendimientos de tierra por saturación hídrica del terreno.
Por lo anterior, la Urgencia Manifiesta es la medida idónea, necesaria y proporcional para proceder con la contratación directa del servicio de cargue, transporte, aprovechamiento y disposición final autorizada de los escombros. Lo anterior tiene el único propósito de restablecer el orden público, proteger la vida humana, mitigar el impacto ambiental y garantizar la continuidad de los servicios públicos esenciales en el territorio Municipal y se hace necesario contratar los siguientes bienes y servicios:
	ITEM
	CONCEPTO
	UNIDAD DE MEDIDAD
	CANTIDAD
	VALOR UNITARIO
	VALOR TOTAL

	1
	DIA DE VOLQUETA
	DIA
	MONTO AGOTABLE
	$1.090.000
	$1.090.000

	2
	VIAJE DE ESCOMBRO
	8m3 
	MONTO AGOTABLE
	$580.000
	$580.000

	TOTAL, PRESUPUESTO OFICIAL IVA INCLUIDO, ESTAMPILLAS, TASAS Y CONTRIBUICIONES
	$20.000.0000



Que el Consejo de Estado Sección Tercera, subsección C, mediante sentencia con radicado Nro. 11001-03-26-000-2007-00055-00(34425) de 2011, C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, referente a la contratación directa como consecuencia de un estado de excepción expresó: 
“(…) La Ley 80 de 1993, artículos 41 a 43 incorporó la figura de la urgencia manifiesta como una modalidad de contratación directa. Se trata entonces de un mecanismo excepcional, diseñado con el único propósito de otorgarle instrumentos efectivos a las entidades estatales para celebrar los contratos necesarios, con el fin de enfrentar situaciones de crisis, cuando dichos contratos, en razón de circunstancias de conflicto o crisis, es del todo imposible celebrarlos a través de la licitación pública o la contratación directa. Es decir, cuando la Administración no cuenta con el plazo indispensable para adelantar un procedimiento ordinario de escogencia de contratistas. En otras palabras, si analizada la situación de crisis se observa que la Administración puede enfrentarla desarrollando un proceso licitatorio o sencillamente acudiendo a las reglas de la contratación directa, se hace imposible, en consecuencia, una declaratoria de urgencia manifiesta. (…) En este orden de ideas, “La urgencia manifiesta procede en aquellos eventos en los cuales puede suscitarse la necesidad de remediar o evitar males presentes o futuros pero inminentes, provocados bien sea en virtud de los estados de excepción, o por la paralización de los servicios públicos, o provenientes de situaciones de calamidad o hechos constitutivos de fuerza mayor o desastres, o cualquier otra circunstancia similar que tampoco dé espera en su solución, de tal manera que resulte inconveniente el trámite del proceso licitatorio de selección de contratistas reglado en el estatuto contractual, por cuanto implica el agotamiento de una serie de etapas que se toman su tiempo y hacen más o menos largo el lapso para adjudicar el respectivo contrato, circunstancia que, frente a una situación de urgencia obviamente resulta entorpecedora, porque la solución en estas condiciones, puede llegar tardíamente, cuando ya se haya producido o agravado el daño”. Por otra parte, para la Sala resulta claro que uno de los elementos esenciales de la urgencia manifiesta lo constituye la obligación de verificar que el objeto del contrato necesita su permanencia, es decir, que se requiere garantizar por parte de la Administración la continuidad de un servicio que exige suministro de bienes, ejecución de obras o la propia prestación de servicios. (…) Para la Sala se debe concluir lo siguiente. Las situaciones que motivaron la declaración de urgencia manifiesta pueden considerarse como una calamidad pública, ya que se originaron en hechos naturales y humanos que derivaron en situaciones graves para la comunidad y para el servicio público, que amenazaba con paralizarse. (…) Para esta Sala, es importante señalar que la urgencia manifiesta, aunque implique la posibilidad legal para celebrar contratos de forma directa e inmediata, bajo ninguna circunstancia puede convertirse en una regla general o en un instrumento discrecional en manos de las autoridades públicas, todo lo contrario, su aplicación es de derecho estricto y procede previa configuración real y efectiva de las precisas causales que el legislador establece en el artículo 42 de la Ley 80 de 1993. En conclusión, la contratación por la vía de urgencia no puede ser una contratación abusiva, contraria a los principios de la contratación estatal, es decir, se debe garantizar la transparencia, la selección objetiva, la debida ejecución del contrato y el cumplimiento de las finalidades del mismo, esto es, prestar un buen servicio público a los administrados.”.
OBJETO:
[bookmark: _Hlk104482818]EL CONTRATISTA SE OBLIGA PARA CON EL MUNICIPIO A REALIZAR LA RECOLECCIÓN, TRANSPORTE Y DISPOSICIÓN FINAL DE ESCOMBROS, BIENES MUEBLES INSERVIBLES, MATERIAL VEGETAL Y SUELO PARA ELIMINAR LA AFECTACIÓN A LA MOVILIDAD Y CONECTIVIDAD EN EL MUNICIPIO CON OCACIÓN DEL EVENTO SISMICO PRESENTADO EN EL TERRITORIO NACIONAL EL DÍA LUNES DIEZ (10) DE AGOSTO DE 2026, EN EL MARCO DE LA CALAMIDAD PUBLICA Y URGENCIA MANIFIESTA DECRETADA EN EL MUNICIPIO DE VILLAMARÍA CALDAS MEDIANTE LOS DECRETOS 229 Y 230 DE 2026.
CLASIFICACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS:

	SEGM
	FAM
	CLAS
	PROD
	PRODUCTO

	72
	10
	33
	00
	Servicios de mantenimiento y reparación de infraestructura

	78
	10
	18
	00
	Transporte de Carga Por Carretera



PLAZO INICIAL:
[bookmark: _Hlk104483411]EL PLAZO PARA LA EJECUCIÓN SERÁ DESDE LA FIRMA DEL ACTA DE INICIO Y HASTA POR UN (01) MES EN LA VIGENCIA FISCAL 2026 Y/O HASTA AGOTAR EL PRESUPUESTO OFICIAL.


ANÁLISIS PRECIOS DEL MERCADO:
La entidad tiene en el deber legal de determinar el costo de los bienes y servicios a adquirir para lo cual realiza un estudio de mercado por medio de cotizaciones y se obtiene la siguiente información para los bienes y servicios requeridos así:
	ITEM
	CONCEPTO
	UNIDAD DE MEDIDAD
	CANTIDAD
	VALOR UNITARIO
	VALOR TOTAL

	1
	DIA DE VOLQUETA
	DIA
	MONTO AGOTABLE
	$1.090.000
	$1.090.000

	2
	VIAJE DE ESCOMBRO
	8m3 
	MONTO AGOTABLE
	$580.000
	$580.000

	TOTAL, PRESUPUESTO OFICIAL IVA INCLUIDO, ESTAMPILLAS, TASAS Y CONTRIBUICIONES
	$20.000.0000



VALOR: 
Para la ejeución del contrato se fija el presupuesto oficial en la suma de VEINTE MILLONES DE PESOS M/CTE ($20.000.000), para lo cual se fija como presupuesto oficial del futuro contrato el siguiente:

	ITEM
	CONCEPTO
	UNIDAD DE MEDIDAD
	CANTIDAD
	VALOR UNITARIO
	VALOR TOTAL

	1
	DIA DE VOLQUETA
	DIA
	MONTO AGOTABLE
	$1.090.000
	$1.090.000

	2
	VIAJE DE ESCOMBRO
	8m3 
	MONTO AGOTABLE
	$580.000
	$580.000

	TOTAL, PRESUPUESTO OFICIAL IVA INCLUIDO, ESTAMPILLAS, TASAS Y CONTRIBUICIONES
	$20.000.0000



DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL:

	NUMERO
	RUBRO
	VALOR

	1220
	16-2.3.2.02.02.009
	$20.000.000



FORMA DE PAGO:

[bookmark: _Hlk104483341]El Municipio de Villamaría Caldas, cancelará al contratista de la siguiente manera:  Se realizarán pagos parciales de conformidad con la ejecución del contrato previa suscripción del acta de supervisión, informe del contratista y acreditación del cumplimiento con las obligaciones al sistema de seguridad social, para que estará a cargo de la Secretaría de Hacienda Municipal. En todo caso el pago correspondiente se sujetará a la disponibilidad de Tesorería y al plan mensualizado de caja lo mismo que a la programación del gasto que para el efecto contempla la oficina de Hacienda Municipal.

De conformidad con el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el parágrafo 1°, del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, para la realización de cada pago derivado del presente contrato, EL CONTRATISTA debe acreditar que se encuentra al día en el pago de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. En todo caso los pagos correspondientes se sujetarán a las disponibilidades de Tesorería y de caja lo mismo que a la programación del gasto que para el efecto contempla la Secretaría de Hacienda Municipal.
IDONEIDAD Y/O HABILIDAD DEL CONTRATISTA:
Persona jurídica con domicilio en el Departamento de Caldas, y que dentro de su objeto social contenga el Transporte de Carga Por Carretera y demostrar experiencia en desarrollo de Transporte de Carga Por Carretera con entidades públicas por medio de hasta dos (02) contratos con entidades públicas que sumados sean igual y/o superior al presupuesto oficial expresado en S.M.L.M.V.

Se selecciona para llevar a cabo los servicios logísticos para la administración del albergue municipal a la empresa D&J TRANSPORTES S.A.S., quien dentro de su objeto social y experiencia contractual contempla el desarrollo Transporte de Carga Por Carretera.

Así mismo cuenta con la idoneidad y experiencia en el desarrollo y ejecución de contratos de transporte por carretera con entidades públicas.

OBLIGACIONES ESPECÍFICAS DEL CONTRATISTA:
El contratista se obliga para con el Municipio a ejecutar las siguientes acciones:
1. [bookmark: _Hlk156547219][bookmark: _Hlk107929246]Realizar la recolección, transporte y disposición final de escombros, bienes muebles inservibles, material vegetal y suelo para eliminar la afectación a la movilidad y conectividad en el Municipio conforme a las necesitades de la Entidad en los siguientes términos:
	ITEM
	CONCEPTO
	UNIDAD DE MEDIDAD
	CANTIDAD
	VALOR UNITARIO
	VALOR TOTAL

	1
	DIA DE VOLQUETA
	DIA
	MONTO AGOTABLE
	$1.090.000
	$1.090.000

	2
	VIAJE DE ESCOMBRO
	8m3 
	MONTO AGOTABLE
	$580.000
	$580.000

	TOTAL, PRESUPUESTO OFICIAL IVA INCLUIDO, ESTAMPILLAS, TASAS Y CONTRIBUICIONES
	$20.000.0000



2. Comunicarse con la secretaria de infraestructura y vías en las instalaciones de la Alcaldía Municipal para los requerimientos necesarios. 
3. Garantizar el transporte, cargue, descargue y entrega de los bienes, productos o elementos requeridos por la Alcaldía de Villamaría, Caldas.
4. Ejecutar el objeto del contrato en los plazos establecidos, bajo las condiciones económicas, técnicas y financieras estipuladas en las cláusulas correspondientes y de acuerdo con su oferta.
5. Garantizar que los vehículos utilizados contaran con revisión técnico-mecánica y de gases al día, así como el seguro obligatorio SOAT vigente.
6. Garantizar personal idóneo para la recolección y operación de los vehículos utilizados con la correspondiente afiliación a Seguridad Social y ARL. 
7. Realizar los aportes al sistema integral en seguridad social en los términos descritos por el Decreto 1273 de 2018. Entregar a la entidad estatal los documentos y soportes requeridos para el adecuado control y seguimiento del contrato.
8. Atender las consultas y sugerencias del supervisor que asigne la entidad contratante.
9. Solicitar a la entidad contratante la información que considere necesaria para cumplir con las obligaciones contractuales.
10. Abstenerse de divulgar información que llegare a conocer con ocasión a la ejecución del contrato, a personal no autorizado por la entidad o a terceros en general.
11. Las demás que sean de la naturaleza del contrato y sean asignadas por el supervisor del contrato.
GARANTÍAS:
Perfeccionado el Contrato, y en aplicación de la Ley 1150 de 2007 (art. 7), y, de conformidad, con el SECCIÓN 3, GARANTÍAS, artículo 2.2.1.2.3.1.7., del decreto 1082 de 2015, el contratista constituirá a su costa y a favor del Municipio de Villamaría Caldas una garantía única, consistente en una póliza, expedida por una Compañía de Seguros legalmente instituida en Colombia, o mediante garantía bancaria, que el municipio aprobará si reúne los requisitos legales y contractuales, la cual cubrirá los posibles perjuicios que se deriven del incumplimiento de las obligaciones legales o contractuales del contratista, así:

	GARANTÍA
	PRE-
CONTRACTUAL
	CONTRACTUAL
	POST-CONTRACTUAL
	APLICA
	PORCENTAJE
(%)
	PLAZO

	Cumplimiento
	
	X
	
	SI
	10%
	Equivalente a la duración del mismo y cuatro (4) meses más

	Calidad del servicio
	
	
	X
	SI
	
30%
	Equivalente a la duración del contrato y seis (06) meses más.



SUPERVISIÓN:
La supervisión del contrato de interventoría estará a cargo de la Secretaria de Infraestructura y Vías del Municipio de Villamaría Caldas.

Se firma a los doce (12) días del mes de agosto de 2026.

RESPONSABLE:
[bookmark: _GoBack]Firma:
JORGE ELIECER BUITRAGO URIBE
SECRETARIO DE INFRAESTRUCTURA Y VIAS
MUNICIPIO DE VILLAMARIA




         
 Proyectó: Juan Carlos Marín Gaviria
                  Asesor Jurídico 

Revisó: Luisa Fernanda Robayo
            Jefe de la Unidad Jurídica 
Palacio Municipal Carrera 4 calle 9 esquina - Villamaría, Caldas
e-mail juridica@villamaría-caldas.gov.co
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